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INJURIA Y CALUMNIA AGRAVADAS / INJURIA - EXTENSIÓN DE LA ACCIÓN PENAL POR PRESCRIPCIÓN ANTES DEL FALLO / CALUMNIA - INTENCIÓN DE RECTIFICAR O RETRACTARSE NO ANIQUILA EL PROCESO / RESPONSABILIDAD PENAL POR AFIRMACIONES EN MEDIOS DE COMUNICACIÓN. [H]abiéndosele imputado cargos en julio 17 de 2012, la prescripción tuvo lugar en diciembre 02 de 2015, esto es, 11 meses y 20 días antes de dictarse el fallo de primera instancia. Ante esa inevitable conclusión, lo que le corresponde a la Corporación es dar aplicación a diferentes precedentes de nuestro órgano de cierre en materia penal, según los cuales, cuando la prescripción ocurre antes de proferirse la sentencia de mérito, debe declararse la extinción de la acción penal en relación con esa específica conducta por cuanto el Estado ya ha perdido su potestad sancionatoria y el fallo carece de validez. (…)  Así las cosas, al Tribunal no le queda alternativa diferente a declarar que para el momento en que fue emitida la sentencia había fenecido la facultad sancionadora del Estado respecto al delito de injuria agravada que le fue atribuida al señor PABLO ANTONIO VARGAS VALBUENA, lo que le impedía a la falladora pronunciarse de fondo acerca de ese específico punible, en tanto lo que procedía era declarar la extinción de la acción penal por haberse presentado el fenómeno prescriptivo como así lo reza el canon 77 C.P.P.; y, en consecuencia, debió disponer la preclusión a favor del procesado (…). [S]í hubo un escrito por medio del cual el acusado expresó poco antes de culminarse el juicio oral su interés en rectificar las publicaciones que se dice ofensivas o retractarse del contenido de esos escritos publicados en el periódico Primera Plana del cual es su Director, y que fueron la razón de ser del presente proceso; sin embargo, esa manifestación expresa de su parte no puede aniquilar el trámite procesal adelantado en su contra (…) Lo que se discute y viene a cuento es determinar en esencia si se probó o no se probó que las imputaciones que se hacen en esos escritos son falsas o verdaderas, y en ese terreno lo que entra en juego es la carga de probar. Es sabido que la carga de la prueba en materia penal está en cabeza de la Fiscalía General de la Nación, es decir, que los ingredientes normativos del tipo, tanto objetivos como subjetivos, le corresponden al ente persecutor. Y en esa dirección se tiene que el órgano de la acusación sí aportó pruebas trascendentes con miras a establecer que lo sostenido por el periodista era falso. (…) [A] raíz de las publicaciones y de un anónimo, el caso fue sometido a averiguación por la Fiscalía General de la Nación y la conclusión a la que se llegó este que ella no tenía responsabilidad alguna en conducta al margen de la ley. (…) Más a más, y desde el punto de vista de la carga de probar, el Código Penal trae norma expresa en el sentido que quien pretenda exonerarse de responsabilidad penal en caso de una investigación por delito de calumnia, debe aportar la prueba de que el hecho atribuido es verdadero. (…)Es palmario también, que aquí no se trató, al menos en lo que hace alusión con la calumnia propiamente dicha, de una simple “opinión”, porque no puede contraerse a una opinión el hecho de asegurar la comisión de un delito sin fundamento probatorio alguno, en cuanto una tal situación no nace ni pertenece al exclusivo fuero interno del profesional que la emite, sino que tiene que deducirse de unos hechos palpables y verificables a través de los sentidos. Ni el profesional que ejerce el periodismo puede resguardarse en la mera aseveración de provenir la información recibida de una fuente humana reservada, porque si bien no se puede exigir revelar esa fuente, el deber que le corresponde es abstenerse de publicar todo aquello que escucha de parte de terceras personas sin antes hacer la averiguación y comprobación correspondiente acerca de la veracidad de ese contenido; es decir, no se trata de una actividad pasiva, sino proactiva en función del fin social que les está asignado.”.
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Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    Pereira, dieciséis (16) de diciembre de dos mil dieciséis (2016)

  ACTA DE APROBACIÓN N° 1175
  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Diciembre 16 de 2016, 2:34 p.m.

	Acusado: 
	Pablo Antonio Vargas Valbuena

	Cédula de ciudadanía:
	19.067.307 de Bogotá, D.C.

	Delito:
	Injuria y Calumnia Agravadas

	Víctima:
	Judith Giraldo Giraldo

	Procedencia:
	Juzgado Tercero Penal Municipal con funciones de conocimiento de Pereira (Rda.)

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la Defensa contra el fallo condenatorio de fecha noviembre 22 de 2016. SE CONFIRMA PARCIALMENTE


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:
1.- hechos Y precedentes
La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:
1.1.- Mediante apoderado judicial la señora JUDITH GIRALDO GIRALDO, actual Concejal del municipio de Pereira, formuló denuncia penal -febrero 19 de 2010- en contra del ciudadano PABLO ANTONIO VARGAS VALBUENA, a raíz de los ultrajes a su honor y honra por parte del antes mencionado, con ocasión de lo publicado en el periódico PRIMERA PLANA donde lanzó improperios indecorosos en su contra, según se firma, sin soporte alguno. Se aduce que las publicaciones en las que se realizaron tales manifestaciones son las siguientes: edición N° 449, página 22, de noviembre 27 de 2009; edición N° 450, página 22, de diciembre de 2009; edición N° 451, página 22, de diciembre de 2009, y edición N° 454, página 15, de febrero 8 de 2010.
1.2.- Realizada la audiencia de formulación de imputación en julio 17 de 2012 ante el Juzgado Cuarto Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira, en el cual se le endilgaron cargos al señor PABLO ANTONIO VARGAS VALBUENA por el delito de injuria, con circunstancias de agravación contenidas en los artículos 220 y 223 C.P., y ante la no aceptación de los mismos, la Fiscalía presentó formal escrito de acusación que se le asignó al Juzgado Tercero Penal Municipal con función de conocimiento de Pereira (Septiembre 12 de 2012), despacho ante el cual, luego de sendos aplazamientos, se llevaron a cabo las audiencias de formulación de acusación (septiembre 20 de 2013), preparatoria (abril 21 de 2016), y juicio oral (agosto 16, noviembre 3 y noviembre 15 de 2016), al final del cual se emitió sentido de fallo de carácter condenatorio, con el subsiguiente proferimiento del fallo en noviembre 22 de 2016.

1.3.- Los fundamentos que tuvo en consideración la a quo para llegar a esa conclusión de condena, se hicieron consistir en que de conformidad con las pruebas arrimadas al juicio se tiene probada la existencia del periódico PRIMERA PLANA cuyo propietario y director es el hoy procesado, y del estudio de las publicaciones en las que se refirió a la Concejal JUDITH GIRALDO GIRALDO, se colige, frente al punible de injuria, que en efecto el acusado lanzó improperios, agravios e imputaciones que afectaron no solo la honra sino la dignidad de la afectada al divulgarlas en dicho medio, pese a conocer el daño que producirían sus comentarios y aun así dirigió su actuar en contra de la referida persona. Y, en relación con la conducta de calumnia, la funcionaria a quo expresa que en la edición de noviembre 27 de 2009 refirió que la acusada falsificó dos años de bachillerato, lo cual fue reiterado en la publicación de febrero 8 de 2010, con lo cual le causó un daño psicológico y moral. Lo anterior aunado a lo dicho por el investigador de la Fiscalía quien relata haber rendido un informe en marzo 9 de 2012 donde hace referencia a una resolución inhibitoria que favorecía al señor ÁLVARO ALFONSO TABORDA DUQUE, al señalarse que en la Institución Santa Sofía de Dosquebradas se había graduado a unos estudiantes sin haber pasado por ese colegio, y en dicha resolución se advierte que el antes mencionado y la señora JUDITH GIRALDO no violaron normas de la ley penal y que la Concejal sí se graduó en ese centro educativo.

De lo anterior se evidencia que el señor VARGAS VALBUENA publicó en el citado periódico que la señora JUDITH GIRALDO falsificó dos años de bachillerato y nunca probó la veracidad de sus imputaciones, contrario a lo que hizo la Fiscalía por cuanto en desarrollo del programa metodológico obtuvieron información con fundamento en la cual se concluyó que no existía mérito para vincular a la citada a una investigación penal por ese asunto, con lo cual queda tipificada la conducta de calumnia; y aunque le puede asistir razón al abogado de la defensa, en cuanto alude al sentido crítico del señor VARGAS VALBUENA, se olvida que en las varias emisiones periódicas y prevalido de ese derecho a difundir noticias, se habla de una falsedad, cuando para la fecha de tal publicación la Fiscalía ya había proferido auto inhibitorio a ese respecto.

Agrega finalmente la sentenciadora, que si bien existe el derecho a la información y la libertad de expresión, en este asunto el acusado no tuvo un interés distinto al de ocasionar daño y deshonra a la víctima, sin que pueda privilegiarse ese derecho por sobre el de la honra.

1.4.- La señora fiscal y el apoderado de víctimas estuvieron conformes con la decisión, mas no así la defensa quien hizo expresa manifestación de apelar el fallo y sustentarlo por escrito. 

2.- Debate

2.1.- Defensa -recurrente-
Estima que no se realizó una valoración integral de la prueba allegada al juicio y considera que lo actuado por la defensa ha sido materialmente inexistente para el despacho, máxime  cuando el tema de credibilidad es esencial en todo sistema de justicia, pues de no ser así, es como si no se hubiera ejercido el derecho de contradicción, lo que en su sentir demuestra la ausencia de imparcialidad de la funcionaria y un juicio orientado a dictar sentencia condenatoria.

Aduce en relación con el supuesto pedimento de dinero que se le efectuó por parte de su prohijado, que la servidora no tuvo en cuenta lo dicho en el contrainterrogatorio, donde la afectada no elevó ninguna clase de denuncia al respecto para que se iniciara la investigación correspondiente, y esa falta de actividad de la Concejala indudablemente le resta credibilidad a sus dichos y quedó en el limbo si en efecto ello realmente sucedió.

Aunque la denunciante aduce que lleva 18 años de lucha por su credibilidad, ello nada tiene que ver con la actividad periodística de VARGAS VALBUENA, pues los hechos datan del año 2009 e inicios del 2010, por ello el periodista no la aquejó para nada en esos primeros 10 años y tampoco se probó que su señora madre e hijas se encontraran afectadas por los referidos dichos del acusado. Así mismo no le causó perjuicio electoral pues aun ostenta su cargo de Concejal y frente a las expresiones difamatorias, la Fiscalía se quedó corta al no arrimar pruebas  a ese respecto, en tanto el ente acusador solo se quedó con lo expresado por la víctima sin sustento probatorio alguno.
Al ser la señora JUDITH GIRALDO una figura pública, ello implica según la defensa que está sometida al escrutinio de sus actos por la ciudadanía y los medios de comunicación. Y al cumplir el periodista una función social, previene a la comunidad de la posible o presunta comisión de actos de corrupción para que sean conocidos y se tomen decisiones sanas al momento de elegir, máxime que VARGAS VALBUENA ejerce tal actividad en Pereira, donde la mayoría de periodistas viven plegados al poder y a determinados intereses que desdibujan la búsqueda de la verdad, con lo cual la ciudadanía quedaría en manos de la corrupción sin darse cuenta de ello y acá la Fiscalía se ocupa de perseguir a un reportero en lugar de los corruptos, con lo que se busca amordazar al único capaz de  decir las cosas.
Con respecto a la calumnia, y en relación con lo dicho por el investigador quien refirió a una resolución inhibitoria, acá el asunto no es si su cliente se graduó o no del colegio, sino el que hubiera falsificado dos años de bachillerato en el Colegio de Neira (Cdas.), y frente a ello se quedó corto el policial, al no traerse prueba de dicha institución que acreditara que JUDITH GIRALDO había sido o no alumna de ese plantel o que cursó dos años allí, y como bien se sabe un auto inhibitorio no hace mérito a cosa juzgada y puede ser revocado cuando aparezcan nuevos elementos probatorios.

No aclaró el investigador cuántos años cursó la señora JUDITH en Neira (Cdas.) y cuantos en el Colegio Santa Sofía de Dosquebradas (Rda.), lo que tampoco estableció la resolución inhibitoria, la que no aclara nada al respecto. Y como quiera que esa decisión no equivale a una sentencia definitiva, ante la insistencia del periodista, la Fiscalía tenía la responsabilidad de adelantar una investigación más profunda, pues dicho proceso no ha hecho tránsito a cosa juzgada, máxime que el reportero tenía el deber moral y profesional de informar a la ciudadanía sobre dicho tema.

Pide se revoque la sentencia de condena y en su lugar se profiera fallo por medio del cual se absuelva al señor PABLO ANTONIO VARGAS.   

2.2.- Procesado –coadyuva la apelación-
Empieza por indicar que sus garantías procesales fueron vulneradas, pues no obstante haber suplicado a la juzgadora que suspendiera las dos últimas audiencias a raíz de amenazas de muerte -por lo cual tuvo que salir del país en más de cuatro oportunidades-, nunca fue atendido y se le vulneró el derecho a la defensa e igualdad procesal, en tanto prefirió seguir adelante muy a pesar del riesgo que para él implicaba. Y aunque el caso inició en el año 2010 se efectuó una carrera mortal para condenarlo en escasos 30 días.

Aduce que ésta es una sentencia contra la libertad de expresión, una mordaza a la opinión pública, pues al expediente arrimó todas las pruebas que le entregaron los informantes de las situaciones con esta Concejal, lo que no fue un invento y la urgencia de los operadores jurídicos de avanzar en el proceso es un mensaje claro a la prensa, investigadores y columnistas que si denuncian podrán ir a la cárcel.
El no postergar las últimas audiencias, pese a saber que estaba fuera del país, donde además arrimó solicitud de rectificación y demás actos que demostraban su intención de corregir, es prueba de que la juez sin importar la norma que determina el plazo para la retractación, no suspendió ni dio por terminado el proceso, sino que continuó con el asunto, lo que aprecia como una vía de hecho y un falso positivo del juez y la fiscal.

Agrega que en el referido caso ya había operado el fenómeno de la prescripción de la querella, toda vez que la acusación se presentó en septiembre 7 de 2012,  la querella fue con posterioridad a agosto 7 de 2010, y la publicación que se alega como injuriosa data de febrero 8 de 2010.
Informa además que con antelación a proferirse sentencia de primer nivel envió memorial a la juez de retractación voluntaria, con la estructura de la publicación web, sin haber logrado hablar con la funcionaria para que se suspendiera la audiencia y acatar lo que ella indicara sobre el texto y dimensiones de la edición electrónica de forma inmediata y la física en la primera semana de diciembre, pues la circulación es mensual, pero la a quo guardó silencio y se le notificó fecha para dictar sentencia, lo cual genera una vía de hecho, la nulidad de lo actuado, y la revocatoria de la sentencia, además de una investigación disciplinaria por vulneración al debido proceso y engaño del que fue víctima.

Luego de una transcripción extensa de doctrina sobre la injuria y la calumnia, refiere que acá se presentó un delito de opinión y tanto la fiscal como la juez desde un comienzo lo atacaron, violaron sus derechos de protección a la fuente, y no obstante que por sus denuncias ha sido amenazado de muerte, como lo demostró en el proceso, dichas funcionarias no se interesaron en su seguridad personal y por ende estima que la condena proferida en su contra es una retaliación y una mordaza a la denuncia de aquellos que no están en la nómina de la Alcaldía, de la Gobernación, o del Concejo.

Pide en consecuencia que se decrete la nulidad de lo actuado y se revoque la sentencia impugnada.

2.3.- Debidamente sustentado el recurso, la juez a quo lo concedió en el efectivo suspensivo y dispuso la remisión de los registros pertinentes ante esta Corporación con el fin de desatar la alzada.

3.- Para resolver, se considera

3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 91 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por una parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la defensa -.

3.2.- Problema jurídico planteado
Se contrae básicamente a establecer en primer lugar, si no se cumplieron los presupuestos para el ejercicio de la acción penal tratándose de delitos querellables, si operó algún fenómeno extintivo de la acción penal, o si en efecto se presentó alguna causal de nulidad en el trámite. De no acreditarse tales situaciones para alguna de las conductas materia de juzgamiento, se procederá a corroborar el grado de acierto de la providencia de primer grado en cuanto condenó al procesado por la conducta de injuria y calumnia agravadas; o si, por el contrario, existen pruebas que corroboran la inocencia del acusado en el presente asunto y lo que procede es una absolución. 

3.3.- Solución a la controversia

Como es sabido, el principio de limitación que orienta el trámite de los recursos impide al Tribunal abordar temas no tratados por las partes al momento de plantear su disenso con el fallo de primera instancia; en consecuencia, lo que aprecia la Corporación en primer término es que la única parte inconforme con el fallo lo fue el apoderado del justiciable quien sustentó por escrito el recurso de apelación en ejercicio de la defensa técnica encomendada, y lo hizo en relación con el análisis probatorio que llevó a cabo la funcionaria de primer grado, como quiera que en su criterio el material probatorio no era suficiente para arribar a un fallo de condena en contra de su procurado. No obstante, el procesado en forma personal y directa también allegó un escrito en el que coadyuvó esa impugnación en ejercicio del derecho a la defensa material que le asiste. 

Si bien el señor apoderado no planteó expresamente en su recurso la existencia de alguna causal de nulidad, del memorial recibido de parte del acusado sí se extrae la vulneración a garantías fundamentales en el procedimiento seguido en su contra; en consecuencia, la Sala abordará en primer término y por principio de prelación, lo atinente a esa supuesta infracción de garantías, porque de salir avante alguna de esas pretensiones no habría lugar a un pronunciamiento de fondo en los restantes temas centrales del debate.

Refirió el procesado varias circunstancias relevantes a saber: (i) que fue juzgado en un proceso en el cual operó el fenómeno de la caducidad y/o la prescripción por el transcurso del tiempo; (ii) que no fue escuchado en las audiencias y se desconoció el hecho de haberse tenido que ausentar de la ciudad por amenazas recibidas; y (iii) que no se tuvo en cuenta su deseo de retractarse del contenido de los escritos que según se afirma afectaron la integridad moral de la víctima, como una situación sustancial que prevé la ley y que traía aparejados beneficios a su favor si se hubiera hecho antes de la emisión del fallo de primera instancia.

En ese orden diremos:

· Prescripción de la acción penal adelantada por injuria

Le asiste razón al procesado en esta afirmación, al menos en lo que tiene que ver con el cargo formulado por el delito de injuria agravada. Así es por lo siguiente:

En relación con la conducta de injuria que le fue imputada al ciudadano VARGAS VALBUENA, aprecia la Sala que antes de proferirse la sentencia de primera instancia objeto de recurso ya había operado el fenómeno de la prescripción. Obsérvese:

La formulación de imputación se realizó en julio 17 de 2012 por el ilícito de injuria, al tenor del artículo 220 C.P., con la circunstancia especial de agravación de la pena contenida en el canon 223 ídem. Por ende, la sanción a imponer oscilaba entre 16 y 54 meses de prisión, las que se aumentarían de 1/6 parte a la 1/2 a raíz del agravante endilgado en tanto el acusado se valió de un medio de comunicación para efectuar las  imputaciones deshonrosas en contra de la denunciante JUDITH GIRALDO GIRALDO, por lo que la sanción quedaría de 18.66 a 81 meses de prisión.

De acuerdo con lo consagrado en el artículo 292 de la Ley 906/04, ese acto de comunicación interrumpió el término de prescripción, y empezó a correr nuevamente por un tiempo igual a la mitad del señalado en el artículo 83 C.P.,  sin que fuera inferior a tres (3) años. 

En este caso la mitad del máximo de la pena serían 40 meses y 15 días de prisión, siendo ese el mayor término con el que contaba el despacho para proferir la decisión de fondo dentro del presente asunto luego de formulada la imputación respectiva. Todo lo cual significa, que habiéndosele imputado cargos en julio 17 de 2012, la prescripción tuvo lugar en diciembre 02 de 2015, esto es, 11 meses y 20 días antes de dictarse el fallo de primera instancia.
Ante esa inevitable conclusión, lo que le corresponde a la Corporación es dar aplicación a diferentes precedentes de nuestro órgano de cierre en materia penal, según los cuales, cuando la prescripción ocurre antes de proferirse la sentencia de mérito, debe declararse la extinción de la acción penal en relación con esa específica conducta por cuanto el Estado ya ha perdido su potestad sancionatoria y el fallo carece de validez. Algunos de los apartes pertinentes de dichos pronunciamientos son los siguientes:

CSJ SP, 21 agos. 2013, rad. 40587:

“[…] Cuando la prescripción opera después de la sentencia de segunda instancia, se debe decretar directamente y cesar procedimiento con independencia del contenido de la demanda (se prescinde del juicio de admisibilidad), por haberse dictado el fallo en forma válida, en cuanto se hallaba vigente la facultad sancionadora del Estado.

[…] Cosa diferente ocurre cuando la prescripción opera antes de la sentencia de segunda instancia, evento en el cual la potestad sancionadora del Estado había decaído y, en consecuencia, el fallo carece de la condición de validez que se predica del primer evento […]”–negrillas no originales-

CSJ SP, 11 mar. 2015, rad. 42895:
“[…] Por manera que, ante el fenecimiento del término para ejercer la potestad punitiva, el fallador de primer grado no podía imponer condena por esas conductas punibles, y el Tribunal no advirtió el desafuero al momento de conocer el asunto por vía del recurso de apelación

Consecuente con lo anterior, procederá la Sala a declarar la extinción de la acción penal, disponer la preclusión de la actuación respecto de los delitos de lesiones personales culposas y realizar el ajuste punitivo correspondiente, acorde con los lineamientos fijados en las instancias.   […]”-resalta la Sala-

CSJ SP, 28 oct. 2015, rad. 42628:

“[…] En el presente asunto, la Sala ha podido determinar que la prescripción de la acción penal por delito de lesiones personales culposas por el que fue condenado el procesado, se configuró con anterioridad a que se profiriera la sentencia de segunda instancia, lo que implica que tal decisión se produjo cuando el Estado ya había perdido su potestad sancionatoria, por extinción de la acción penal, momento para el cual se hallaba en la obligación de declarar el fenómeno prescriptivo, pues en caso contrario se incurriría en la violación de los derechos anteriormente relacionados, como ciertamente ocurrió.

De manera, que ante el decaimiento de la facultad sancionadora del Estado, conforme con lo normado por los artículos 83 y 86 de la Ley 599 de 2000 y 292 de la Ley 906 de 2004, el juzgador de segundo nivel debió declarar la prescripción y la consecuente cesación de procedimiento, de acuerdo con el precepto 331, numeral 1º del Código de Procedimiento Penal por el que se rigió el asunto […].” -enfatiza el Tribunal-
Así las cosas, al Tribunal no le queda alternativa diferente a declarar que para el momento en que fue emitida la sentencia había fenecido la facultad sancionadora del Estado respecto al delito de injuria agravada que le fue atribuida al señor PABLO ANTONIO VARGAS VALBUENA, lo que le impedía a la falladora pronunciarse de fondo acerca de ese específico punible, en tanto lo que procedía era declarar la extinción de la acción penal por haberse presentado el fenómeno prescriptivo como así lo reza el canon 77 C.P.P.; y, en consecuencia, debió disponer la preclusión a favor del procesado VARGAS VALBUENA, como situación que entrará a corregir esta Colegiatura en la parte resolutiva, con la consiguiente compulsa de copias para que se investiguen las causas para esa mora judicial que dio al traste parcialmente con el ejercicio de la acción penal en el caso concreto. Igualmente debe indicarse que la conducta de calumnia está próxima a prescribir, en tanto tal situación se presentaría en enero 17 de 2017.
Así las cosas, la acción penal por injuria debe declararse prescrita con el consiguiente archivo parcial y definitivo de la actuación, a consecuencia de lo cual el único cargo que continúa vigente es el de calumnia y el pronunciamiento del Tribunal deberá referirse única y exclusivamente a este delito. 

· No caducidad de la querella
Como quiera que el ciudadano VARGAS VALBUENA indica que por parte de la denunciante se presentó la querella de manera extemporánea, lo que implica que en su sentir se presentó el fenómeno de la caducidad a la que alude el canon 73 C.P.P., la Sala estima que no es así en cuanto según se sabe la fecha de formulación de la denuncia lo fue en febrero 19 de 2010, tal cual consta en el spoa de la Fiscalía, y de conformidad con la acusación las conductas que se enrostran al procesado se prolongaron incluso hasta el mes de febrero 2010, lo cual significa que hasta esta última ocasión se presentó el comportamiento que fue objeto de denuncia. 
Sea como fuere, el referido planteamiento aniquilador no fue mencionado en las etapas preliminares del proceso, ni en la audiencia de formulación de acusación que era el escenario propicio y el momento procesal oportuno para plantear una supuesta anomalía de tal naturaleza por las partes e intervinientes; incluso, ni siquiera fue objeto solicitud de preclusión, ni tampoco fue materia de análisis en el recurso de alzada presentado por la defensa por tener seguramente esclarecido que una tal irregularidad no tenía ningún fundamento.
· No haber sido escuchado el procesado en las audiencias de juzgamiento 

Es cierto que el acusado no fue escuchado en las audiencias de juzgamiento, pero eso ocurrió, no por culpa atribuible a la judicatura o a alguna de las partes en contienda, sino única y exclusivamente porque no obstante anunciar su arribo al estrado en múltiples oportunidades, el señor PABLO ANTONIO VARGAS finalmente nunca compareció. 

Una visión de todos los registros enseña que él se hizo presente en la audiencia de imputación en la cual no aceptó los cargos, y a partir de ese momento no se volvió a tener noticia del procesado hasta la audiencia de lectura de sentencia. Lo anterior, no obstante que se suponía que la defensa lo iba a presentar como prueba principal de descargo al hacer dejación de su derecho a guardar silencio, empero, las solicitudes de aplazamiento de la audiencia de juicio con tal propósito fuero múltiples y en vano, porque nunca se presentó a exponer sus argumentos frente a los hechos endilgados.

Lo que sí sucedió, es que al momento en que se tenía programada la intervención dentro del espacio de pruebas que la ley concede a la defensa, se supo del arribo de una misiva suscrita por el acusado VARGAS VALBUENA y que fue leída por la señora juez en el estrado, por medio de la cual de nuevo solicitó un aplazamiento, o mejor, la suspensión de la audiencia de juicio oral, pero esta vez no para comparecer a rendir testimonio, sino para que se le dijera la forma y términos en los cuales podía retractarse de sus escritos que dieron lugar a la investigación, o rectificar los mismos, dado que era su voluntad hacerlo. 

A consecuencia de lo anterior, como era apenas obvio, la señora juez no dio pie a la suspensión de la audiencia como quiera que lo que estaba programado para esa fecha y hora era su intervención personal en calidad de testigo en su propio juicio, para al no hacer presencia lo que correspondía era continuar el acto con las alegaciones finales de ambas partes, como así sucedió sin objeción alguna de parte de los asistentes.   

· Intención del acusado de retractarse o rectificar 
Como se anunció, sí hubo un escrito por medio del cual el acusado expresó poco antes de culminarse el juicio oral su interés en rectificar las publicaciones que se dice ofensivas o retractarse del contenido de esos escritos publicados en el periódico Primera Plana del cual es su Director, y que fueron la razón de ser del presente proceso; sin embargo, esa manifestación expresa de su parte no puede aniquilar el trámite procesal adelantado en su contra, por las razones que pasan a explicarse:

Tal cual lo sostuvieron la delegada fiscal, el apoderado de la víctima, y la juez de instancia, sin objeción final a ese respecto por parte de la defensa como quiera que no fue tema del correspondiente recurso, esa manifestación de voluntad de parte del inculpado se quedó en una mera insinuación sin trascendencia alguna que solo tenía el ánimo de dilatar indebidamente el proceso. Así se sostiene por lo siguiente: (i) el señor VARGAS VALBUENA era el director del citado periódico y estaba consciente de la forma en que podía hacer una retractación en los términos de ley; es decir, no requería, no necesitaba orientación alguna de parte del despacho para proceder en tal sentido; (ii) tuvo tiempo más que suficiente para hacerlo tanto antes como después de presentar ese escrito ya en el ocaso del juicio oral, dado por ley tenía la facultad de hacerlo hasta antes del proferimiento de la sentencia de primer grado, pero ya se sabe que no fue así; y (iii) nada indica que al acusado lo animara en verdad esa idea de rectificar o retractarse de lo dicho, porque incluso hasta el final de su escrito sustentatorio de la apelación, expresamente insiste en mantenerse en sus aseveraciones contra la señora JUDITH GIRALDO GIRALDO.

Así las cosas, lo único que aquí corresponde es un pronunciamiento de fondo respecto a las pruebas que obran en el plenario, y a ello se procede. 

· Prueba de la calumnia

Aclarado como está que al Tribunal le corresponde única y exclusivamente penetrar en el análisis de la prueba válidamente allegada al juicio en lo que toca con el punible de calumnia, lo que a ese respecto se tiene para decir es lo que a continuación se expone:

Al decir de la jurisprudencia nacional, los requisitos esenciales del referido comportamiento típico se concretan a lo siguiente:

“El delito de calumnia se encuentra definido en el artículo 221 de la Ley 599 de 2000, modificado en cuanto a la consecuencia penal por el artículo 14 de la Ley 890 de 2004 (normas vigentes para la época de los hechos), como “El que impute falsamente a otro una conducta típica (…)”.

En este punible la imputación falsa de una conducta típica constituye un ingrediente normativo. La inflexión verbal imputar equivale a la acción y efecto de atribuir algo a alguien; falso es lo no cierto, lo contrario a la verdad; conducta típica es la definición de un comportamiento humano plasmada por el legislador, que para ser delito debe ser también antijurídica y culpable.

La Corte ha señalado que la calumnia supone: (i) Imputación de una conducta típica, (ii) Atribución a una persona determinada o determinable, (iii) Conocimiento o conciencia del autor acerca de la falsedad del comportamiento imputado, y (iv) Que el suceso delictuoso falso imputado sea claro, concreto, circunstanciado y categórico, no surgido de suposiciones de quien se siente aludido con una manifestación generalizada
”.

Al juicio se allegaron como pruebas de esos elementos configurativos del tipo, las siguientes: (i) las estipulaciones que correspondían a la identidad del justiciable y a la existencia y representación legal del periódico Primera Plana cuyo director lo es el aquí acusado; (ii) el testimonio de la señora JUDITH GIRALDO en su condición de víctima; y (iii) el testimonio del investigador MAURICIO FRANCO SERNA.

Por medio de quien se dice ofendida se logró establecer que fueron cuatro las publicaciones del periódico Primera Plana en las cuales se hicieron manifestaciones ofensivas en contra de la quejosa, una de ellas en noviembre de 2009, dos en diciembre de ese mismo año, y la última en febrero 08 de 2010. Que se trata de un medio de comunicación escrito que tiene amplia circulación en la región, y que esto sucedió a partir del momento en que el señor PABLO ANTIONIO VARGAS VALBUENA se le acercó en la instalaciones del Concejo Municipal y le pidió un dinero para hablar bien de ella en la prensa, o que de lo contrario se atuviera a las consecuencias. 

A partir de allí, la vida se le tornó en un calvario tanto para ella como para su familia, en especial para sus hijas, como quiera que ha tenido que soportar los improperios del citado periodista quien no escatima esfuerzos para hacerla quedar mal ante la ciudadanía en general.

En lo que al punible de calumnia en concreto se refiere, fue clara al señalar que en esos escritos el señor VARGAS VALBUENA reiteró una y otra vez que había falsificado documentos para acreditar la aprobación de dos grados de básica secundaria –tercero y cuarto- en el plantel educativo Nuestra Señora del Rosario de Neira (Cdas.), y que con ese malsano proceder logró graduarse de bachillerato. La testigo leyó en juicio varios apartes de esas publicaciones en tal sentido. Situación que la perjudicó enormemente como quiera que el interés del comunicador era desprestigiarla como edil y que no accediera a la presidencia de la referida Corporación a la cual ha pertenecido desde hace ya 18 años.
Finalmente sostuvo la declarante, que esas expresiones del periodista son falsas como quiera que ella sí cursó esos grados escolares e incluso a consecuencia de un anónimo que se envió a la Fiscalía General de la Nación el ente persecutor hizo las indagaciones pertinentes y los investigadores se trasladaron al citado centro educativo en Neira (Cdas.), a consecuencia de lo cual esa actuación se archivó en forma definitiva a su favor por falta de mérito para proceder en su contra. 

Por su parte, el otro testigo de la Fiscalía, investigador MAURICIO FRANCO, fue claro al manifestar que le correspondió atender el plan metodológico diseñado en el caso denunciado por la señora JUDITH GIRALDO a raíz de las citadas publicaciones de prensa, y en su desarrollo obtuvo información trascendente en el siguiente sentido: Allegó la resolución inhibitoria proferida por la Fiscalía 20 delegada ante los Juzgados Penales del Circuito, tanto a favor de la señora JUDITH GIRALDO GIRALDO como a favor del rector del instituto Santa Sofía de Dosquebradas, magister ÁLVARO ALFONSO TABORDA DUQUE, quien suscribió la resolución por medio de la cual aprobó su graduación –la que corresponde al # 676 del 1º de diciembre de 2003-. Así mismo, obtuvo y allegó Oficio de la Personería de Dosquebradas de fecha enero 30 de 2009, por medio del cual se ponía de presente el archivo de la queja disciplinaria anónima de septiembre 05 de 2008, que hacía relación con unos supuestos hechos acaecidos en diciembre de 2003, referidos a la graduación de varios estudiantes, entre ellos quien ahora figura como víctima, que no habían cursado las asignaturas correspondientes. Y, finalmente, un comunicado o boletín de prensa suscrito, entre otros, por DANIEL GONZÁLEZ RAYO, Secretario de Educación, Cultura y Recreación, en el cual se hacía referencia a una publicación de prensa denominada Primera Plana, en donde se manifestó que la institución Santa Sofía de Dosquebradas había graduado indebidamente a estudiantes que no habían cursado las asignaturas en ese centro educativo, lo cual no correspondía a la realidad. 

De ese cúmulo probatorio se extraen como hechos probados relevantes los siguientes: (i) que el periódico PRIMERA PLANA existe, es de amplia circulación en esta región, y su representación legal está en cabeza del señor PABLO ANTONIO VARGAS VALBUENA aquí procesado; (ii) que en varias de esas publicaciones se sostuvo que la señora JUDITH GIRALDO GIRALDO había falsificado documentos para acreditar la aprobación de dos años lectivos de básica secundaria que en realidad no había cursado, y de esa forma logró obtener su título de bachiller; (iii) que esa supuesta anomalía fue tema de investigación por parte de la Fiscalía General de la Nación, y el ente persecutor luego de adelantar las pesquisas preliminares correspondientes concluyó que había lugar al proferimiento de una resolución inhibitoria, tanto a favor de la señora JUDITH GIRALDO, como del rector de la institución educativa de Dosquebradas en la cual se le reconoció el título de bachiller, magister ÁLVARO TABORDA DUQUE. 

Ninguno de los anteriores hechos relevantes ha sido cuestionado, y ni siquiera confrontado argumentativamente tanto por el señor defensor recurrente como por el aquí procesado VARGAS VALBUENA. 

En su escrito sustentatorio el inculpado se limitó a hacer transcripción de un trabajo investigativo o tesis de grado relativo al tema de la injuria y la calumnia en los medios de comunicación, y con fundamento en ello el libelista concluye que no tiene responsabilidad penal alguna en el asunto como quiera que se trata de “un escrito de opinión”, y que además “no está obligado a revelar la fuente” de la cual dimana su contenido. Y añade que simplemente se trata de una persecución infame en su contra por atreverse a decir lo que nadie hace en la región, esto es, denunciar los abusos y atropellos que cometen las autoridades públicas de todo orden en perjuicio de las clases menos favorecidas. 

Acerca de ello, nada hay que discutir porque se trata de planteamientos generales de orden académico que no solo se respetan sino que incluso son compartidos en su gran mayoría por la judicatura, en cuanto plasman ideas que coinciden con los precedentes en esa materia. Además, en modo alguno se debe censurar la actividad llevada a cabo por el periodista, como quiera que, desde luego, bienvenida sea la actividad investigativa en pro de desmantelar el desgreño administrativo y demás actos de corrupción en cabeza de servidores del Estado. 

Pero de lo que se trata aquí es de algo bien diferente, y consiste en determinar si lo afirmado públicamente en esos escritos del medio de comunicación en referencia, hacen alusión a la imputación falsa de una conducta delictiva, en nuestro caso el haber falsificado documentación para obtener el título de bachiller. 

Y en esa dirección, está bien orientado el memorial recurrente que presenta la defensa, porque entra a atacar en forma frontal el cargo con fundamento en los siguientes argumentos: (i) aquí no está probado que su cliente haya mentido, es decir, de las pruebas allegadas por la Fiscalía se menciona la averiguación por la obtención del grado en el plantel educativo de Dosquebradas, pero no se estableció si las constancias de aprobación de esos años escolares en el colegio Nuestra Señora del Rosario de Neira (Cdas.) que supuestamente fueron presentadas para acreditar esas asignaturas, eran en realidad falsas como es lo que se afirma; (ii) la decisión adoptada por la Fiscalía está plasmada en una resolución inhibitoria que como se sabe no hace tránsito a cosa juzgada y puede variar en cualquier momento ante la presentación de prueba nueva; y (iii) la señora juez de primera instancia se limitó a darle crédito a los testigos de la Fiscalía, sin parar mientes en el contenido del contrainterrogatorio que les hizo a esos declarantes, en donde queda claro que en realidad ningún perjuicio se acreditó con el proceder de su cliente en su condición de periodista, dado que todo servidor público está expuesto a este tipo de comentarios, y porque existe la facultad de expresar opiniones y también el deber de denunciar comportamientos ilícitos que se conocen por medio de fuentes humana reservadas.

A ese respecto la Colegiatura dirá:

Lo que se discute y viene a cuento es determinar en esencia si se probó o no se probó que las imputaciones que se hacen en esos escritos son falsas o verdaderas, y en ese terreno lo que entra en juego es la carga de probar.

Es sabido que la carga de la prueba en materia penal está en cabeza de la Fiscalía General de la Nación, es decir, que los ingredientes normativos del tipo, tanto objetivos como subjetivos, le corresponden al ente persecutor. Y en esa dirección se tiene que el órgano de la acusación sí aportó pruebas trascendentes con miras a establecer que lo sostenido por el periodista era falso.

En efecto, el testimonio de la víctima no solo nos dice que ella sí cursó esos años escolares, sino que recibió un diploma de bachiller debidamente aprobado por las autoridades académicas designadas para el efecto. Pero adicionalmente, puso de presente que a raíz de las publicaciones y de un anónimo, el caso fue sometido a averiguación por la Fiscalía General de la Nación y la conclusión a la que se llegó este que ella no tenía responsabilidad alguna en conducta al margen de la ley.

Tal situación encuentra corroboración con el testimonio de acreditación del investigador MAURICIO FRANCO SERNA, quien pone de presente que en su labor de pesquisa obtuvo y allegó tanto esa resolución inhibitoria, como el archivo de queja disciplinaria por similar asunto adelantado por la Personería Municipal de Dosquebradas, e igualmente un comunicado o boletín de prensa en donde autoridades del ramo educativo ponen de manifiesto que el contenido de ese periódico Primera Plana no está acorde con la verdad.

Como el defensor sostiene que eso no es suficiente, como quiera que tales indagaciones se quedaron cortas y no tienen la fuerza vinculante propia de la cosa juzgada, el Tribunal se ve obligado a resaltar varias situaciones relevantes que se oponen a esa tesis defensiva, ellas son:

1.- Es cierto, un auto inhibitorio en materia penal no hace tránsito a cosa juzgada y puede variar ante la existencia de prueba nueva; pero que ello sea así, no significa que ese pronunciamiento no signifique nada. El ciudadano amparado con un auto inhibitorio tiene el elemental derecho a que tanto las autoridades oficiales como los particulares respeten esa determinación hasta tanto se obtenga una información más fidedigna; de lo contrario, nadie sabría a qué atenerse y primaría el desafuero de quien arbitrariamente quisiera asegurar lo contrario. Bien o mal, para eso está establecido el proceso penal y/o el disciplinario.

2.- No se entiende de dónde extrae la defensa que esa averiguación de la Fiscalía se quedó corta o de algún modo fue amañada como para no respetarse, cuando según se dijo los investigadores a consecuencia del referido anónimo y de la primera publicación de Primera Plana acudieron tanto al centro educativo con sede en Neira (Cdas.) como al ubicado en Dosquebradas (Rda.), y de esas averiguaciones la fiscal del caso concluyó que no había mérito para imputar delito alguno, ni en contra del rector de la institución, ni de la señora JUDITH GIRALDO. 

3.- Lo curioso y grave del presente asunto, es que las aludidas publicaciones periodísticas no solo surgieron antes sino también después de la existencia de ese inhibitorio, es decir, fueron reiterativas sin importar que ya una autoridad pública, concretamente la facultada legal y constitucionalmente para emitir una resolución de esa naturaleza, no había encontrado mérito para proceder. Obsérvese que las publicaciones que se tachan de mendaces datan de noviembre y diciembre de 2009, y febrero de 2010, respectivamente; en tanto la resolución inhibitoria de la Fiscalía lo fue de noviembre 19 de 2008 –es decir un año antes-, y el oficio obtenido de parte de la Personería Municipal respecto del trámite disciplinario es de fecha enero 30 de 2009.

4.- Desde luego, quien quisiera desvirtuar la fuerza de convicción de ese inhibitorio o de ese pronunciamiento disciplinario, estaba en el deber de aportar prueba en contrario antes de arriesgarse o aventurarse a emitir una aseveración contraria, pero está claro que ese no sucedió. 

5.- Más a más, y desde el punto de vista de la carga de probar, el Código Penal trae norma expresa en el sentido que quien pretenda exonerarse de responsabilidad penal en caso de una investigación por delito de calumnia, debe aportar la prueba de que el hecho atribuido es verdadero. Textualmente el artículo 224 establece: “No será responsable de las conductas descritas en los artículos anteriores quien probare la veracidad de las imputaciones”. Es la llamada exceptio veritatis -excepción de verdad- que permite quedar exento de culpa si se llegare a probar la veracidad de las imputaciones. Tal dispositivo fue analizado ampliamente en su constitucionalidad por parte de la Corte en sentencia C-417/09, a consecuencia de lo cual quedó establecido que se debe permitir al inculpado por calumnia allegar prueba para demostrar la verdad de sus afirmaciones, aun existiendo decisión judicial favorable en forma definitiva para el involucrado en los hechos puestos de presente a la colectividad. 
Para el caso concreto, lamentablemente el procesado por intermedio de su defensor no probó en juicio que las certificaciones, constancias o calificaciones aprobatorias de esos años lectivos por parte de la señora JUDITH GIRALDO GIRALDO, en realidad fueran falsas, como quiera que ninguna prueba ni siquiera indiciaria o sumaria se trajo al juicio para corroborar el aserto, dado que no se solicitaron en la audiencia de acusación ni en la preparatoria, y la única participación que al parecer se tenía programada era la intervención del procesado, pero se repite, ella nunca se logró obtener dada su no comparecencia; es decir, en otras palabras, aun pudiéndolo hacer, no se allegó al plenario por parte de los directos interesados prueba alguna que permitiera contrarrestar en todo o en parte, o al menos con elementos indiciarios, la determinación de archivo a la que se ha hecho referencia.
Se duele el señor defensor que la juez a quo no tuvo en cuenta el contrainterrogatorio al cual sometió a los testigos en juicio, porque de allí se extrae que el primer episodio en el cual supuestamente su cliente presionó a la Concejal que figura como víctima para que le diera dinero a cambio de hacer publicaciones favorables a ella, no fue un hecho puesto en conocimiento de las autoridades y por esa vía se debe desacreditar la credibilidad de lo expuesto en la denuncia; sin embargo, en los registros se observa que de tanto insistir el defensor en ese punto, la testigo sostuvo que sí había puesto en conocimiento de las autoridades esa situación. Sea como fuere, es lo cierto que haya sido o no haya sido dado a conocer esa particular circunstancia por quien se dice afectada, tal situación no puede tener la virtud de deslegitimar o aniquilar el grado de credibilidad que merece ese testimonio en lo atinente al tema que es materia del presente proceso, porque es claro que esas publicaciones ofensivas sí se dieron y lo que se trata de establecer es la veracidad o falsedad de las mismas. 
Es más, el defensor igualmente censura que el investigador de la Fiscalía nada aclaró acerca de si en esa indagación que fue archivada con la resolución a la que hizo alusión, se trató o no se trató en alguna parte el tema de los certificados de estudio provenientes del colegio Nuestra Señora del Rosario de Neira (Cdas.); sin embargo y muy a pesar de esa postura defensiva, se observa que en el contrainterrogatorio que le efectuó al testigo en juicio no se aprecia que el citado profesional haya intentado esclarecer tal situación que a su particular modo de ver estaba oscura en la actuación y ameritaba esclarecimiento.

Es palmario también, que aquí no se trató, al menos en lo que hace alusión con la calumnia propiamente dicha, de una simple “opinión”, porque no puede contraerse a una opinión el hecho de asegurar la comisión de un delito sin fundamento probatorio alguno, en cuanto una tal situación no nace ni pertenece al exclusivo fuero interno del profesional que la emite, sino que tiene que deducirse de unos hechos palpables y verificables a través de los sentidos. Ni el profesional que ejerce el periodismo puede resguardarse en la mera aseveración de provenir la información recibida de una fuente humana reservada, porque si bien no se puede exigir revelar esa fuente, el deber que le corresponde es abstenerse de publicar todo aquello que escucha de parte de terceras personas sin antes hacer la averiguación y comprobación correspondiente acerca de la veracidad de ese contenido; es decir, no se trata de una actividad pasiva, sino proactiva en función del fin social que les está asignado.
Sobre el particular es bien atinente lo que el mismo defensor expone, porque trae a colación en su recurso un fragmento de la sentencia T-256/13, por medio de la cual la Corte Constitucional explicó: 

“MEDIOS MASIVOS DE COMUNICACIÓN: Tienen derecho a denunciar públicamente hechos y actuaciones irregulares que tengan conocimiento y no están obligados a esperar que se produzca un fallo para informar de la ocurrencia de un hecho delictivo.

Tratándose de la información de medios de comunicación que se refiere a hechos delictivos por parte de ciudadanos mencionados en ella, la Corte ha señalado que los medios masivos de comunicación tienen derecho de denunciar públicamente los hechos y actuaciones irregulares de los que tengan conocimiento en virtud de su función, por lo que no están obligados a esperar a que se produzca un fallo para informar de la ocurrencia de un hecho delictivo. Sin embargo, deben ser diligentes y cuidadosos en la divulgación de la información que incrimine, pues no pueden inducir al receptor a un error o confusión sobre situaciones que aún no han sido corroboradas integralmente por las autoridades competentes”.  –negrillas excluidas del texto-

Finalmente, el letrado expone como argumento la no lesividad de la conducta, bajo el entendido que no se demostró el daño en la persona de quien figura como víctima o de su familia, en cuanto en su calidad de servidora pública debe soportar este tipo de aseveraciones. 

Respetuosamente, la Sala no puede compartir esa apreciación por varios motivos en lo que tiene que ver con el punible específico de calumnia: el primero, porque con la comisión de una conducta de esa naturaleza en los términos anunciados, necesariamente se lesiona o pone en peligro sin justa causa el bien jurídico tutelado; y lo segundo, porque la prueba del daño y su cuantificación debe ser ventilada en el escenario propicio, esto es, el incidente de reparación integral diseñado precisamente para ese efecto.

Así las cosas, la Corporación no encuentra forma de sostener que la señora juez de primera instancia se equivocó al momento de proferir un fallo de condena en el presente asunto, en lo que hace alusión única y exclusivamente con el delito de calumnia, a consecuencia de lo cual no existe alternativa diferente que confirmar la determinación materia de apelación en cuanto a ese específico punible se refiere.

PUNIBILIDAD

Como quiera que la decisión adoptada por la Sala es la de confirmar la sentencia de primer grado en lo atinente a la conducta de calumnia, pero se anula en lo que hace al tipo penal de injuria, tal situación conlleva por supuesto una modificación en el quantum punitivo de la pena privativa de la libertad que le fue impuesta al señor PABLO ANTONIO VARGAS VALBUENA.

La conducta de calumnia a que alude el canon 221 C.P. contempla una pena de 16 a 72 meses de prisión y multa de 13.33 a 1.500 s.m.l.m.v., y con las circunstancias de agravación a que alude el canon 223 ídem  arrojaría como sanción a imponer la que oscila entre 18 meses 20 días y 108 meses de prisión, y multa de 15.56 a 1.500 s.m.l.m.v.

Como quiera que la funcionaria a quo en ejercicio de su autonomía judicial consideró que en el caso objeto de estudio y de conformidad con lo reglado  en el inciso 2° art. 61 C.P. la sanción a imponer al procesado debía partir del mínimo del primer cuarto de movilidad, por cuanto al mismo no le fueron imputadas circunstancias de mayor punibilidad, la Sala respetará tal postura y en consecuencia procederá a imponerle como pena al señor VARGAS VALBUENA la de 18 meses 20 días de prisión, y multa de 15.56 s.m.l.m.v. En igual lapso quedará reducida la pena accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas.

En mérito de lo discurrido, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

Falla:

PRIMERO: SE ANULA PARCIALMENTE la sentencia que le fuera impuesta al señor PABLO ANTONIO VARGAS VALBUENA por la conducta punible de injuria agravada al haber operado el fenómeno prescriptivo; y, en consecuencia, SE DECLARA la EXTINCIÓN de la acción penal por haberse presentado el fenómeno de la prescripción, con la consiguiente preclusión de la acción penal a su favor por ese específico comportamiento.
SEGUNDO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE la sentencia condenatoria proferida por el Juzgado Tercero Penal Municipal con función de conocimiento de Pereira (Rda.) objeto de apelación, en el sentido de dejar en firme la CONDENA proferida en contra del señor PABLO ANTONIO VARGAS VALBUENA como autor material responsable en el punible de calumnia con circunstancia de agravación, del que fue víctima la señora JUDITH GIRALDO GIRALDO, acorde con los cargos formulados por la Fiscalía General de la Nación en las circunstancias de tiempo, modo y lugar ya conocidas. Pero SE MODIFICA la pena principal privativa de la libertad impuesta, que lo será de 18 meses y 20 días de prisión, y multa por valor de quince punto cincuenta y seis (15.56) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
TERCERO: SE CONDENA al mismo procesado a las penas accesorias de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por un lapso igual al de la pena principal, en lo referido única y exclusivamente con el punible de calumnia.
CUARTO: SE DISPONE que por la Secretaría de esta Sala se compulsen copias con destino al Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda para que se investiguen las causas de la mora judicial que dio al traste parcialmente con el ejercicio de la acción penal en relación con el delito de injuria agravada.
QUINTO: En firme la presente decisión se dará comienzo al incidente de reparación integral.
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de reposición frente a la decisión que dispuso la prescripción de la acción penal frente al delito de injuria agravada, y el recurso extraordinario de casación con respecto al ilícito de calumnia, que de interponerse deberá hacerse dentro del término legal.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Cfr. CSJ. AP, 14 may. 1998. Rad 12445; AP, 2 mar. 2005. Rad. 20921; AP, 16 dic. 2008. Rad. 30644 y AP, 30 abr. 2014. Rad 39239.


� CSJ SP, 10 ago. 2016. Rad. 42706.
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